PÁGINA  

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe expresa su total repudio a los hechos de violencia que tienen lugar a raíz de la intervención armada en Irak, reafirmando el papel que debe cumplir la Organización de Naciones Unidas en el teatro político mundial en pos del respeto irrestricto de los derechos humanos, de la libre determinación de los pueblos y de los principios de Derecho Internacional Público.-

Fundamentos:

Señor Presidente:

Desde hace unos días, el mundo se conmociona con la noticia de abusos, vejaciones y delitos de lesa humanidad cometidos por agentes militares estadounidenses contra ciudadanos de Irak, en el marco de la intervención armada que tiene lugar en ese país hace ya más de un año.

Cabrá recordar que nuestra Nación tiene una muy clara postura en lo que a intervenciones armadas se refiere. A fines de 1902, las costas de Venezuela fueron bombardeadas por navíos de Gran Bretaña, Alemania e Italia, quienes pretendían de este modo exigir el cobro de deudas del gobierno venezolano con particulares europeos. Esta intervención fue justificada por el gobierno norteamericano, mediante el llamado "primer Corolario Roosevelt", que limitaba la aplicación de la “Doctrina Monroe” ("América para los americanos") a los casos de adquisición de territorio en América por parte de una potencia no americana, respaldando de ese modo la intervención europea determinada en el cobro de deudas. 

Ese apoyo del poderoso país del norte decidió que el dictador venezolano Cipriano Castro aceptará las condiciones de los países del viejo continente, suscribiéndose el protocolo de Washington y dándose en garantía hasta el 30 % del ingreso de dos aduanas del país.

La intervención europea en Venezuela fue percibida como una amenaza para toda la región. En el Congreso Nacional se perfilaron dos sectores: los partidarios de efectuar una declaración de solidaridad sudamericana y los partidarios a no adoptar ninguna medida, no interfiriendo así en los lucrativos vínculos argentinos con Europa. En palabras de canciller argentino Luis María DRAGO, la noticia generó un "clima de histerismo".

El periódico “La Prensa” llegó a acusar al gobierno de Roca de aislacionismo, clamando por la formación de un bloque americano, sugiriendo una "Sudamérica para los sudamericanos". Los diarios “La Nación” y “El País”, tradicionalmente no tan hostiles a Norteamérica, adoptaron un punto de vista similar. Sólo “El Economista” llamó al gobierno argentino a no intervenir en la cuestión venezolana.

Luis María DRAGO, ministro de relaciones exteriores argentino al momento de estos hechos, preparó en fecha 29 de diciembre de 1902 una nota de protesta por los sucesos de Venezuela, dirigida al ministro argentino en Washington, Martín García MEROU, para que éste la presentara al gobierno norteamericano. Esta nota incluyó lo que más tarde se dio en llamar la “Doctrina Drago”. El argumento central de esta doctrina sostiene que "la deuda pública no puede dar lugar a la intervención armada, ni menos a la ocupación material del suelo de las naciones americanas por una potencia europea".

Entre otras cosas, DRAGO sostuvo en esa esquela los siguientes argumentos: “...Entre los principios fundamentales del Derecho Público Internacional que la humanidad ha consagrado, es uno de los más preciosos el que determina que todos los Estados, cualquiera que sea la fuerza de que dispongan, son entidades de derecho, perfectamente iguales entre sí y recíprocamente acreedoras, por ello, a las mismas consideraciones y respeto.”

“...El cobro militar de los empréstitos supone la ocupación territorial para hacerlo efectivo y la ocupación territorial significa la supresión o subordinación de los gobiernos locales en los países a que se extiende. 

Tal situación aparece contrariando visiblemente los principios muchas veces proclamados por las naciones de América y muy particularmente la Doctrina de Monroe con tanto celo sostenida y defendida en todo tiempo por los Estados Unidos, doctrina a que la República Argentina ha adherido antes de ahora”

En un claro esfuerzo del gobierno norteamericano por justificar ante las autoridades argentinas la insoslayable contradicción existente entre el contenido de la “Doctrina Monroe” y su efectiva aplicación en la intervención a Venezuela, el Secretario de Estado norteamericano John HAY respondió: 

“Sin expresar asentimiento ni disentimiento con las doctrinas hábilmente expuestas en la nota del Ministro argentino de Relaciones Exteriores, de fecha 29 de diciembre 1902, la posición general del gobierno de los Estados Unidos en este asunto está indicada en recientes mensajes del Presidente [Roosevelt]...

Abogando y adhiriendo en la práctica en las cuestiones que le conciernen, al resorte del arbitraje internacional para el arreglo de las controversias que no pueden ajustarse por el tratamiento ordenado de las negociaciones diplomáticas, el gobierno de los Estados Unidos vería siempre con satisfacción que las cuestiones sobre la justicia de los reclamos de un estado contra otro que surjan de agravios individuales o de obligaciones nacionales, lo mismo que las garantías para la ejecución de cualquier laudo que se dicte, sean equilibradas a la decisión de un tribunal de árbitros imparciales, ante el cual las naciones litigantes, las débiles lo mismo que las fuertes, pueden comparecer como iguales, al amparo del derecho internacional y los deberes recíprocos”. 

La interpretación que el canciller y jurista argentino hizo de la “Doctrina Monroe” nada tenía que ver con la del gobierno norteamericano, más cercana al intervencionismo unilateral con disfraz panamericanista que a un panamericanismo de alcance amplio como el que propuso Drago. Curiosamente la opinión pública norteamericana dio a la propuesta de DRAGO un apoyo entusiasta. Los periódicos más representativos del país expresaron su aprobación a la “Doctrina Drago”. 

En Buenos Aires la nota de Drago despertó un clima de optimismo similar al generado en Estados Unidos, al punto de que el propio presidente Julio Argentino Roca, en su mensaje anual de 1903, el entonces manifestó su satisfacción por el hecho de que la nota del canciller argentino no hubiera caído en el vacío.

Este optimismo inicial dio paso a la realidad, mostrando que si bien el gobierno norteamericano incorporó el principio de la Doctrina Drago de la no intervención europea por motivos de deuda en los países latinoamericanos, las autoridades de Washington no estuvieron dispuestas a ceder su propio derecho de intervención. Con el tiempo quedó patentizado que el gobierno norteamericano no tuvo la menor intención de apoyar la doctrina Drago en su versión original. Mediante una serie de acciones, los representantes de Washington pusieron en evidencia sus reservas para aprobar el proyecto argentino, especialmente en las cuestiones vinculadas a la prohibición absoluta de toda intervención y la propuesta para su cumplimiento multilateral (Extraído de “Historia de las Relaciones Exteriores Argentinas”, obra a cargo de Carlos Escudé y Andrés Cisneros, publicada en: http://www.argentina-rree.com/historia.htm).

La República Argentina ha mantenido a través de su historia una política internacional independiente, que ha sabido reafirmar a través de trascendentes actos de gobierno. Bastaría recordar la enérgica posición de don Hipólito Irigoyen frente al imperio del Kaiser cuando exigió el desagravio y reparación por el hundimiento de los buques argentinos “Monte Protegido” y “Toro”; así como la inquebrantable posición del Presidente Perón cuando reafirmó nuestro alineamiento con los países del “Tercer Mundo”. Nuestra Nación se caracterizó siempre por defender con energía los principios de dignidad nacional, no intervención e igualdad de todos los estados soberanos.

No será necesario repasar las numerosas intervenciones que el país del norte efectuó a lo largo del pasado siglo XX en varios países de nuestro continente. Y el advenimiento de este nuevo milenio lo sorprende nuevamente en pleno ejercicio de sus políticas imperialistas.

El Alto Comisionado de la Naciones Unidas para los Derechos Humanos, aprobó en su sesión del 12 de agosto de 2002 una resolución que, bajo el nombre: “Intervención armada y derecho de los pueblos a la libre determinación”, sostiene:

“Teniendo en cuenta que, de conformidad con el Artículo 1 de la Carta de las Naciones Unidas, todos los pueblos tienen derecho a la libre determinación,

Plenamente convencida de la importancia del ejercicio universal del derecho de los pueblos a la libre determinación, incorporado también en los pactos internacionales de derechos humanos, para la efectiva garantía y observancia de estos derechos,

Consciente de que la amenaza o el uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de un Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas de conformidad con la Carta y otros instrumentos de derecho internacional general, es totalmente ilegal,

Profundamente preocupada por la continuación de los actos o amenazas de intervención y ocupación militares que puedan suprimir, o hayan suprimido ya, el derecho a la libre determinación de pueblos y naciones soberanos,

Teniendo en cuenta que el uso de la fuerza en las relaciones internacionales constituye, por definición, una de las más graves amenazas al derecho a la vida inmanente a todos los seres humanos o una violación real de este derecho,

Recordando la resolución 56/141 de la Asamblea General, de 19 de diciembre de 2001, relativa a la realización universal del derecho de los pueblos a la libre determinación,

1. Declara su firme oposición a todos los actos de intervención militar extranjera contrarios a los principios y otras disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, así como a todas las amenazas de derrocar por medio de la fuerza armada a gobiernos legítimamente constituidos, como violaciones manifiestas de los principios de la libre determinación, la igualdad soberana y la no intervención en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, así como un peligro inadmisible para los derechos humanos fundamentales de las poblaciones que viven en esos territorios o una violación de estos derechos;

2. Pide a los Estados que intervienen en esas acciones militares o amenazas de intervención armada que pongan fin inmediatamente a ese comportamiento internacional ilícito”.

En un mundo donde la fuerza prima por sobre el derecho, estas palabras quedaron como una expresión de buenas intenciones.

Las cifras de la “guerra” entre Estados Unidos e Irak son de dos tipos. Por un lado los billones de dólares obtenidos por las corporaciones que fabrican armamentos de guerra, por las corporaciones que venden estrategias y equipo de seguridad, y cuyo marketing consiste en fabricar y propagar miedo en el pueblo, fomentando así la falsa necesidad de que se les proteja de los grupos terroristas. Más los billones de dólares que reportarán los pozos de petróleo del territorio, en un momento estratégico en la economía global, donde la Comunidad Europea y su divisa quieren imponer nuevas reglas a nivel mundial.

Por otro lado, las cifras del horror: el Secretario General Adjunto para Asuntos Humanitarios de las Naciones Unidas, Kenzo Oshima, anticipó en marzo de 2003 que en Irak habría 1.5 millones de personas refugiadas, 2 millones de desplazadas internamente, 13 millones sin agua, 10 millones sin alimentos. A ello habrá que sumarles los miles de muertos que se contabilizan día a día desde el inicio de la ofensiva armada.

Con el paso del tiempo, ha quedado claro que esta guerra es una invasión, donde nada tienen que ver los procesos democráticos y mucho el dominio estratégico del petróleo. El otro detonante de la invasión, la posesión por parte del gobierno irakí de armamento químico, no ha sido confirmado. Pero sí es un dato confirmado el uso por parte de las fuerzas estadounidenses de cientos de miles de mísiles de uranio empobrecido (de-pleted uranium) durante la llamada “Guerra del Golfo”, y los miles de muertos y enfermos de cáncer que ese uso ocasionó.

Y a la arbitrariedad de esta invasión cabe sumar ahora la brutalidad de sus métodos. Los primeros casos de tortura a prisioneros iraquíes comenzaron en el campo de prisioneros de Camp Bucca, en el mes de mayo de 2003, según informó el propio general estadounidense Antonio M. TAGUBA. Esta cárcel estaba controlada por EE.UU., pero la atención médica dependía entonces del Escalón Médico Avanzado del Ejército español. 

El diario “El Mundo” recogió de esta manera el testimonio de médicos españoles en el lugar: 

"No entendimos nunca qué tipo de misión humanitaria era hacer el trabajo médico para los americanos en su campo de prisioneros, pero cumplimos órdenes"

"Vimos muchas contusiones, fracturas y algunas entradas de bala, pero nunca supimos el origen, nos decían que los iraquíes se peleaban mucho entre ellos, tratamos a los prisioneros lo mejor que pudimos. No prestamos ayuda psicológica, por lo que no sabemos si hubo vejaciones o humillaciones a los iraquíes". (publicado en: www.elmundo.es) 

No obstante, los hechos de tortura física y psíquica han trascendido en todo el mundo, con numerosas fotografías y videos que así lo acreditan y con el testimonio de sus propios protagonistas. Algunos medios y activistas de derechos humanos sostienen que estas prácticas son una continuación de las tácticas que, bajo tutela estadounidense, se utilizaron en Centroamérica durante la “guerra sucia” para reprimir a guerrilleros y a disidentes políticos.

Existe un patrón entre las torturas en Irak y las registradas en Centroamérica en la década del 80. Un manual de 1983, informaron el “Baltimore Sun” y “The Guardian”, fue preparado especialmente para su uso en Honduras. Su tesis principal era que la tortura sicológica —el manual lo llama “estrés mental”— es más eficaz que la tortura física. Esa premisa, según los críticos, encubre prácticas como humillar sexualmente a los presos, fotografiar esa humillación, aterrorizarlos, y amenazarlos con ser electrocutados. Según el “Baltimore Sun”, el manual también enseñaba las tácticas específicas de desnudar a detenidos, encapucharlos, mantenerlos incomunicados, privarlos de sueño y desorientarlos. 

Lo reportado por los medios estadounidenses y británicos ha tenido resonancia en Honduras. El Director del Centro Hondureño para la Prevención de Tortura, ha denunciado que “Honduras fue utilizado como un centro para adiestramiento sobre cómo torturar”. (publicado en www.laprensa.com).

En la zona del Canal de Panamá, el ejercito estadounidense tiene una base de entrenamiento llamada “School of the Americas”, una institución que brinda adiestramiento a militares latinoamericanos, adiestramiento que desde su origen estuvo reñido con los más básicos derechos humanos. Incluso se la llegó a catalogar de “Escuela de Asesinos”.- 

GANDHI dijo: “Más que los actos de los malos, me horroriza la indiferencia de los buenos.” Semejante desprecio a las normas básicas de Derecho Internacional Público no pueden ser consentidas con nuestro silencio. Debemos tomar una postura activa y crítica, sumando nuestro rechazo a estos hechos de violencia a las voces que se alzan en todo el globo. 

La violencia sólo engendra violencia. No será necesario repasar los hechos del pasado 11 de septiembre de 2002 en el World Trade Center, con la caída de las dos torres gemelas y los miles de civiles muertos. Ni los desgraciados atentados del 11 de marzo de este año en  los ferrocarriles de Madrid, con doscientos muertos y más de mil heridos.
Mientras el enviado de Naciones Unidas a Irak, Lakhdar BRAHIMI, proponía hace un mes que el establecimiento del nuevo Gobierno interino se realice a fines de mayo, con un traspaso de soberanía "total y creíble", el Gobierno del Presidente George W. BUSH manifestó que el traspaso será "limitado", ya que Estados Unidos mantendrá la autoridad sobre las cuestiones militares y de seguridad.

Estados Unidos ha demostrado su determinación de potencia ocupante, apartándose de la Carta de la O.N.U. y actuando unilateralmente. Ha reverdecido la teoría del “garrote”, tan ligada a sus tradiciones imperiales. Pretende someter al pueblo de Irak y, como nos enseña el Obispo Helder CÁMARA, “nadie ha nacido para ser esclavo. Ha nadie le gusta padecer injusticias, humillaciones, represiones” (CÁMARA, Helder “Espiral de violencia”, Ed. Sígueme, Salamanca, 1970, pág. 18) 

Insto a mis pares a aprobar este proyecto de declaración, en el íntimo convencimiento que mientras en el mundo no se respete la libre determinación de los pueblos y se dejen de lado estos paternalismos movidos por la inescrupulosa codicia de los poderosos, la humanidad toda está amenazada. Sólo el respeto de las mínimas pautas consensuadas de convivencia mundial aseguraran el desarrollo armónico de las naciones, y no el crecimiento de algunas en detrimento de las otras.

